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CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) vs. 

Venezuela  
 

SENTENCIA DE 5 DE AGOSTO DE 2008 
(Excepción preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas) 

 
[…] 

 
 

VI 
ARTÍCULOS 8 (GARANTÍAS JUDICIALES) Y 25 (PROTECCIÓN JUDICIAL) EN RELACIÓN CON LOS 

ARTÍCULOS 1.1 (OBLIGACIÓN DE RESPETAR LOS DERECHOS) Y 2 (DEBER DE ADOPTAR 
DISPOSICIONES DE DERECHO INTERNO) DE LA CONVENCIÓN AMERICANA 

 

26. Conforme a las pruebas aportadas, la Corte encuentra probado que el órgano 
disciplinario judicial que destituyó a los ex-magistrados Apitz, Rocha y Ruggeri tuvo su 
origen en un proceso de transición constitucional que se inició en 1999 con el 
establecimiento de una Asamblea Nacional Constituyente (en adelante la “Asamblea 
Constituyente”), que tras declarar la existencia de una “crisis institucional” y la 
necesidad de una “reorganización de todos los órganos del poder público”, aprobó el 15 
de diciembre de 1999 la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela (en 
adelante “la Constitución”). En lo relativo al Poder Judicial la Constitución estableció la 
creación de tribunales disciplinarios, cuyo marco normativo se encontraría en el Código 
de Ética del Juez Venezolano o Jueza Venezolana (en adelante “el Código de Ética”). 
Además, en sus disposiciones transitorias la Constitución ordenaba que en el plazo de 
un año desde la instalación de la Asamblea Nacional debía dictarse la legislación 
referida al Sistema Judicial, y que “[h]asta tanto se sancione [la ley orgánica sobre la 
defensa pública], la [CFRSJ] estará a cargo del desarrollo y operatividad efectiva del 
Sistema Autónomo de la Defensa Pública”. 

27. Dos semanas después de la adopción de la nueva Constitución la Asamblea 
Constituyente emitió un decreto de “Régimen de Transición del Poder Público”, por el 
cual se creó la CFRSJ. A este organismo se atribuyó provisionalmente, entre otras 
atribuciones, “la competencia disciplinaria judicial que corresponde a los Tribunales 
disciplinarios, de conformidad con el artículo 267 de la Constitución […] hasta que la 
Asamblea Nacional apruebe la legislación que determine los procesos y tribunales 
disciplinarios”. 

28. Al mismo tiempo que la CFRSJ se creó la Inspectoría General de Tribunales (en 
adelante “la IGT”), como “órgano auxiliar de la CFRSJ […], en la inspección y vigilancia 
de los tribunales de la República, y la instrucción de los expedientes disciplinarios de los 
jueces y demás funcionarios judiciales”. La IGT realiza la investigación correspondiente 
y, en caso de estimar que existen faltas disciplinarias, presenta su acusación a la 
CFRSJ. 

29. La competencia de la CFRSJ como el órgano disciplinario judicial, y por tanto de 
la IGT como su órgano auxiliar, fue confirmada el 2 de agosto del año 2000 por el TSJ y 
en el año 2004 por la Ley Orgánica del TSJ, aunque siempre condicionada a la creación 
de los tribunales disciplinarios. Hasta la emisión de esta sentencia no se han creado los 
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tribunales disciplinarios ni se ha adoptado el Código de Ética, por lo que estos órganos 
provisorios siguen ejerciendo dichas atribuciones.  

30. La Corte Primera fue creada por el artículo 184 de la Ley Orgánica de la Corte 
Suprema de Justicia de 30 de julio de 1976. La Corte Primera tiene competencia, inter 
alia, para conocer del control de todos los actos administrativos del poder público, con 
excepción de aquellos que emanan del Presidente de la República y de sus Ministros, y 
sus sentencias son recurribles únicamente ante el TSJ. 

31. El 12 de septiembre de 2000 la Sala Plena del TSJ designó a Ana María Ruggeri 
Cova, Evelyn Margarita Marrero Ortiz, Luisa Estela Morales, Juan Carlos Apitz Barbera 
y Perkins Rocha Contreras “para ocupar con carácter provisorio los cargos de 
Magistrados de la Corte Primera”, y dicho nombramiento se hizo “mientras se provee 
sobre la titularidad de dichos cargos de acuerdo con los concursos correspondientes”. 

32. El 11 de junio de 2002 la Corte Primera emitió una sentencia resolviendo una 
solicitud de amparo cautelar y un recurso contencioso administrativo de nulidad 
interpuestos contra un acto administrativo emitido por el Registrador Subalterno del 
Primer Circuito de Registro Público del Municipio Baruta del Estado Miranda. Este 
funcionario se negaba a protocolizar una propiedad. La Corte Primera, por unanimidad, 
declaró procedente el amparo y admitió a trámite el recurso de nulidad. El 8 de octubre 
de 2002 la mencionada Registraduría Subalterna solicitó el avocamiento de la SPA para 
que conociera, entre otros, del expediente relacionado con el amparo cautelar declarado 
procedente por la Corte Primera. Al respecto, esta Corte constata que el avocamiento 
es una institución jurídica de carácter excepcional, que permite sustraer del 
conocimiento y decisión de un asunto al órgano judicial que sería el naturalmente 
competente para resolverlo. Esto ocurre cuando el juicio de que se trate “rebase el 
interés privado involucrado y afecte de manera directa al interés público” o que “exista la 
necesidad de evitar flagrantes injusticias”. 

33.  Conociendo de este avocamiento, el 3 de junio de 2003 la SPA declaró la 
nulidad del fallo emitido por la Corte Primera y estableció que al no haber declarado 
ésta la improcedencia de la pretensión cautelar incurrió en un “grave error jurídico de 
carácter inexcusable”. 

[…] 

36. El 17 de julio de 2003, una vez recibida la copia del fallo de la SPA, la IGT 
“ac[ordó] iniciar de oficio la investigación preliminar correspondiente”. El 5 de 
septiembre de 2003 la IGT comisionó a una inspectora para impulsar la averiguación y 
ordenó notificar de este hecho a los afectados, lo que se llevó a cabo entre los días 10 y 
12 de septiembre de 2003. 

37. El 7 de octubre de 2003 la IGT formuló acusación ante la CFRSJ contra los cinco 
miembros de la Corte Primera. Sostuvo que “los Magistrados […] dictaron una sentencia 
[…] en la que incurrieron en grave error judicial inexcusable, según lo establecido [por] 
la [SPA]” y que esto “implica[ba la existencia] del ilícito disciplinario previsto en el ordinal 
4° del artículo 40 de la Ley de Carrera Judicial”. Solicitó que “les [fuera] aplicada la 
sanción de destitución”. 

38. El 30 de octubre de 2003 la CFRSJ decidió destituir a cuatro de los cinco 
miembros de la Corte Primera. En relación con la magistrada Evelyn Marrero declaró 
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“de imposible ejecución la sanción”, dado que contaba con requisitos para su jubilación. 
Posteriormente, al conocer de un recurso de reconsideración interpuesto por la 
magistrada Luisa Estella Morales, la CFRSJ revocó su sanción de destitución y ordenó 
que se tramitara su jubilación. 

39. Los magistrados Apitz y Rocha interpusieron, en contra de la sanción de 
destitución, un recurso jerárquico ante la Sala Plena del TSJ alegando la incompetencia 
de la CFRSJ para destituirlos, recurso que fue desechado. También interpusieron un 
recurso contencioso administrativo de nulidad junto con amparo cautelar ante la SPA, 
alegando, inter alia, la violación del derecho a ser juzgado por su juez natural, del 
derecho a defensa y al debido proceso, de la presunción de inocencia, de la 
independencia de la función jurisdiccional, y arguyendo la existencia de una desviación 
de poder. El amparo fue desechado y, a la fecha, el recurso de nulidad no ha sido 
resuelto en el fondo. 

[…] 

41. La Corte pasa ahora a analizar los alegatos de las partes sobre la supuesta 
violación de las garantías judiciales y la protección judicial. 

 

1. Libre remoción de jueces provisorios 

42. La primera cuestión a determinar es si los Estados deben ofrecer a los jueces 
provisorios un procedimiento de remoción igual o similar al ofrecido a los jueces 
titulares. La Comisión consideró que “más allá de que los jueces en un país sean 
titulares o provisorios, deben ser y aparecer como independientes”, razón por la cual 
“[s]u destitución debe realizarse en estricto apego a los procedimientos establecidos en 
la ley, respetando su derecho a un debido proceso”. Por su parte, el representante 
denunció que “[e]l carácter provisorio (o temporal) de los jueces implica que carecen de 
estabilidad en sus cargos y que para separarlos de los mismos no es imprescindible la 
apertura de un procedimiento previo que garantice el derecho a la defensa, como 
tampoco lo es comprobar que hayan incurrido en una falta disciplinaria”. El Estado 
señaló que “habiendo sido los ex–jueces provisorios de la Corte Primera funcionarios 
temporales y por lo tanto desprovistos de la titularidad en el cargo, su destitución se 
produjo mediante un procedimiento disciplinario donde se [o]torgaron todas las 
garantías y protección judiciales que se le confieren a los jueces titulares”.  

43. La Corte observa que los Estados están obligados a asegurar que los jueces 
provisorios sean independientes y, por ello, debe otorgarles cierto tipo de estabilidad y 
permanencia en el cargo, puesto que la provisionalidad no equivale a libre remoción. En 
efecto, el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas expresó que la destitución 
de jueces por el Poder Ejecutivo antes de la expiración del mandato para el que fueron 
nombrados, sin que se les dé razón concreta alguna y sin que dispongan de una 
protección judicial efectiva para impugnar la destitución, es incompatible con la 
independencia judicial. En similar sentido, la Corte considera que la provisionalidad no 
debe significar alteración alguna del régimen de garantías para el buen desempeño del 
juzgador y la salvaguarda de los propios justiciables. Además, no debe extenderse 
indefinidamente en el tiempo y debe estar sujeta a una condición resolutoria, tal como el 
cumplimiento de un plazo predeterminado o la celebración y conclusión de un concurso 
público de oposición y antecedentes que nombre al reemplazante del juez provisorio 
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con carácter permanente. Los nombramientos provisionales deben constituir una 
situación de excepción y no la regla. De esta manera, la extensión en el tiempo de la 
provisionalidad de los jueces o el hecho de que la mayoría de los jueces se encuentren 
en dicha situación, generan importantes obstáculos para la independencia judicial. Esta 
situación de vulnerabilidad del Poder Judicial se acentúa si tampoco existen procesos 
de destitución respetuosos de las obligaciones internacionales de los Estados. 

44. Esta Corte ha destacado con anterioridad que los diferentes sistemas políticos 
han ideado procedimientos estrictos tanto para el nombramiento de jueces como para 
su destitución. Sobre este último punto, el Tribunal ha afirmado que la autoridad a cargo 
del proceso de destitución de un juez debe conducirse imparcialmente en el 
procedimiento establecido para el efecto y permitir el ejercicio del derecho de defensa. 
Ello es así toda vez que la libre remoción de jueces fomenta la duda objetiva del 
observador sobre la posibilidad efectiva de aquellos de decidir controversias concretas 
sin temor a represalias. 

45. De otro lado, puesto que el nombramiento de jueces provisionales debe estar 
sujeto a aquellas condiciones de servicio que aseguren el ejercicio independiente de su 
cargo, el régimen de ascenso, traslado, asignación de causas, suspensión y cesación 
de funciones del que gozan los jueces titulares debe mantenerse intacto en el caso de 
los jueces que carecen de dicha titularidad. 

46. En el presente caso, la Corte constata que el Estado ofreció a las víctimas un 
proceso ante la CFRSJ previo a su destitución. Queda entonces por determinar si dicho 
procedimiento se ajustó a las obligaciones contraídas por el Estado frente a la 
Convención Americana. Al respecto, este Tribunal ha señalado que  

[t]odos los órganos que ejerzan funciones de naturaleza materialmente 
jurisdiccional tienen el deber de adoptar decisiones justas basadas en el 
respeto pleno a las garantías del debido proceso establecidas en el artículo 
8 de la Convención Americana. El artículo 8.1 de la Convención, que alude 
al derecho de toda persona a ser oída por un “juez o tribunal competente” 
para la “determinación de sus derechos”, es igualmente aplicable al 
supuesto en que alguna autoridad pública, no judicial, dicte resoluciones 
que afecten la determinación de tales derechos. 

 

[…] 

 

3. Imparcialidad de la CFRSJ 

54. Los alegatos de la Comisión y el representante tratan conjuntamente la supuesta 
falta de independencia e imparcialidad de la CFRSJ a la hora de destituir a los 
magistrados Apitz, Rocha y Ruggeri. 

55.  Al respecto, la Corte resalta que si bien es cierto que la independencia y la 
imparcialidad están relacionadas, también es cierto que tienen un contenido jurídico 
propio. Así, esta Corte ha dicho que uno de los objetivos principales que tiene la 
separación de los poderes públicos es la garantía de la independencia de los jueces. 
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Dicho ejercicio autónomo debe ser garantizado por el Estado tanto en su faceta 
institucional, esto es, en relación con el Poder Judicial como sistema, así como también 
en conexión con su vertiente individual, es decir, con relación a la persona del juez 
específico. El objetivo de la protección radica en evitar que el sistema judicial en general 
y sus integrantes en particular se vean sometidos a posibles restricciones indebidas en 
el ejercicio de su función por parte de órganos ajenos al Poder Judicial o incluso por 
parte de aquellos magistrados que ejercen funciones de revisión o apelación. 

56.  En cambio, la imparcialidad exige que el juez que interviene en una contienda 
particular se aproxime a los hechos de la causa careciendo, de manera subjetiva, de 
todo prejuicio y, asimismo, ofreciendo garantías suficientes de índole objetiva que 
permitan desterrar toda duda que el justiciable o la comunidad puedan albergar 
respecto de la ausencia de imparcialidad. La Corte Europea de Derechos Humanos ha 
explicado que la imparcialidad personal o subjetiva se presume a menos que exista 
prueba en contrario. Por su parte, la denominada prueba objetiva consiste en 
determinar si el juez cuestionado brindó elementos convincentes que permitan eliminar 
temores legítimos o fundadas sospechas de parcialidad sobre su persona. Ello puesto 
que el juez debe aparecer como actuando sin estar sujeto a influencia, aliciente, 
presión, amenaza o intromisión, directa o indirecta, sino única y exclusivamente 
conforme a -y movido por- el Derecho. 

57. Ahora bien, dado que los alegatos de la Comisión y los representantes se 
refieren principalmente a que la CFRSJ estuvo influenciada por otros poderes del 
Estado y por el propio Poder Judicial, la Corte tratará estos argumentos en el apartado 
de independencia judicial, y dejará en este apartado de imparcialidad el único alegato 
de las partes sobre el tema, a saber, la imposibilidad de recusar a los miembros de la 
CFRSJ. 

58. La Comisión alegó que el “sistema disciplinario […] carece de salvaguardas para 
que las partes puedan objetar la […]parcialidad” de la CFRSJ toda vez que “prohíbe las 
recusaciones contra sus miembros”. En este sentido, indicó que “aún cuando estos 
tuvieren por ejemplo amistad íntima o enemistad manifiesta con cualquiera de las partes, 
o hubieran manifestado previamente su opinión sobre el asunto, existe una imposibilidad 
legal de recusarlos”. El representante agregó que “las [presuntas] víctimas no tenían la 
impresión de que el tribunal que conocía de su caso era imparcial, y por eso recusaron a 
[sus] miembros”, sin embargo, “[l]as recusaciones ni siquiera fueron examinadas”, por no 
estar permitidas por ley, y los miembros de la CFRSJ “tampoco accedieron a la solicitud 
para que se inhibieran”. El Estado no se refirió a estos alegatos. 

59. Conforme a la prueba aportada, el Tribunal constata que el Régimen de 
Transición del Poder Público establece que los integrantes de la CFRSJ y el Inspector 
General de Tribunales “no estarán sujetos a recusación, pero deberán inhibirse en los 
casos previstos en el artículo 36 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos”. 

60. El magistrado Rocha presentó una solicitud de recusación en contra de los 
miembros de la CFRSJ el mismo día en que se emitió la resolución que declaró su 
destitución, pero antes de que ésta fuera notificada. Al día siguiente, el magistrado Apitz 
solicitó la inhibición de los mismos. Esta solicitud también fue presentada antes de la 
notificación de la resolución de destitución. No consta en el expediente que la 
magistrada Ruggeri haya presentado alguna solicitud de recusación o inhibición. 
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61. En la sentencia que ordenó la respectiva destitución no se respondió 
expresamente a la solicitud de recusación presentada por el magistrado Rocha, pero se 
reafirmó que los miembros de la CFRSJ “no estarán sujetos a recusación, pero deberán 
inhibirse en los casos previstos en el artículo 36 de la Ley Orgánica de Procedimientos 
Administrativos”. No consta que haya existido respuesta a la solicitud de inhibición 
presentada por el señor Apitz. 

62. Corresponde a la Corte determinar si el hecho de que los jueces de la CFRSJ 
que destituyeron a las víctimas no hayan sido recusables vulneró el derecho de éstas a 
ser juzgadas por un tribunal imparcial. 

63. Al respecto, el Tribunal considera que la institución de la recusación tiene un 
doble fin: por un lado actúa como una garantía para las partes en el proceso, y por el 
otro, busca otorgar credibilidad a la función que desarrolla la Jurisdicción. En efecto, la 
recusación otorga el derecho a las partes de instar a la separación de un juez cuando, 
más allá de la conducta personal del juez cuestionado, existen hechos demostrables o 
elementos convincentes que produzcan temores fundados o sospechas legítimas de 
parcialidad sobre su persona, impidiéndose de este modo que su decisión sea vista 
como motivada por razones ajenas al Derecho y que, por ende, el funcionamiento del 
sistema judicial se vea distorsionado. La recusación no debe ser vista necesariamente 
como un enjuiciamiento de la rectitud moral del funcionario recusado, sino más bien 
como una herramienta que brinda confianza a quienes acuden al Estado solicitando la 
intervención de órganos que deben ser y aparentar ser imparciales. 

64. En tal sentido, la recusación es un instrumento procesal destinado a proteger el 
derecho a ser juzgado por un órgano imparcial y no un elemento constitutivo o definitorio 
de dicho derecho. En otras palabras, un juez que no pueda ser recusado no 
necesariamente es -o actuará de forma- parcial, del mismo modo que un juez que puede 
ser recusado no necesariamente es -o actuará de forma- imparcial. 

65. En lo referente a la inhibición, la Corte estima que aún cuando está permitida por 
el derecho interno, no es suficiente para garantizar la imparcialidad del tribunal, puesto 
que no se ha demostrado que el justiciable tenga algún recurso para cuestionar al juez 
que debiendo inhibirse no lo hiciere. 

66. Teniendo en cuenta lo anterior, la Corte concluye que no hay prueba que indique 
que el Estado haya desconocido el derecho de las víctimas a ser juzgadas por un 
tribunal imparcial, pero sí está demostrado que su legislación (supra párr. 59) y 
jurisprudencia (supra párr. 61) les impidieron solicitar que la imparcialidad de su órgano 
juzgador sea revisada. Dicho de otro modo, no está demostrado el incumplimiento del 
deber de respeto del derecho, sino la falta de garantía del mismo.  

67. Por todo ello, el Tribunal declara que el Estado no garantizó el derecho de las 
víctimas a ser juzgadas por un tribunal imparcial, lo que constituye una violación del 
artículo 8.1 de la Convención en consonancia con los artículos 1.1 y 2 de la misma. 

[…] 

6. Independencia 

95. La controversia sobre independencia judicial en el presente caso tiene dos 
componentes relacionados entre sí. En primer lugar, la inserción del caso en un alegado 
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contexto de falta de independencia del Poder Judicial venezolano. En segundo lugar, la 
supuesta falta de independencia de la CFRSJ. 

[…] 

6.2. Independencia de la CFRSJ 

109. La Comisión alegó que en el presente caso existió una “desviación de poder”, 
que se configuró cuando “procedimientos formalmente válidos -la investigación 
disciplinaria en contra de las víctimas- fueron utilizados como mecanismos para cumplir 
con finalidades no declaradas.” En este sentido, la Comisión indicó que “se utilizó el 
procedimiento disciplinario para destituir a jueces que conformaban la mayoría de la 
Corte Primera […] que habían tomado decisiones contrarias al gobierno”. Alegó 
entonces que un “conjunto de indicios permite inferir que existió una relación de 
causalidad entre las declaraciones del Presidente de la República y altos funcionarios 
del Estado por los fallos contrarios a intereses del gobierno y la investigación 
disciplinaria que fue impulsada y que devino en la destitución de las víctimas”.  

110. El representante sostuvo que “[c]omo el Gobierno no podía controlar el 
contenido de las decisiones de la Corte Primera, decidió buscar la forma de destituirlos. 
La remoción de las víctimas […] fue utilizada como una herramienta política para 
interferir ilegítimamente en el ejercicio independiente de la función de los jueces de la 
Corte Primera”, pues la CFRSJ se limitó a “ejecutar una orden impartida, expresa o 
tácitamente, por el Presidente de la República”.  

111. El Estado señaló que la prueba aportada por los demandantes es insuficiente “a 
los efectos de comprobar de manera plena el acaecimiento de un abuso de poder 
ejercido sobre [el P]oder [J]udicial, para que destituyera a las presuntas víctimas”.  
112. Son once las sentencias de la Corte Primera que, según la Comisión y el 
representante, constituirían la verdadera razón por la que fueron destituidos sus 
integrantes. Diez de estas sentencias fueron emitidas entre agosto de 2002 y agosto de 
2003. En ellas la Corte Primera, admitió un amparo en contra de una base aérea militar 
que impedía el despegue de un helicóptero en el marco de amplias marchas y 
concentraciones en la ciudad de Caracas; suspendió el sometimiento de generales del 
Ejército a consejos de investigación; declaró inconstitucional el desalojo de una vivienda 
de un General ordenado por un Comandante General del Ejército; admitió a tramitación 
un amparo por el que se buscaba la desmilitarización de un Estado en el que se 
desplegaban efectivos del Ejército y de la Guardia Nacional; obligó a que se autorizara 
la entrada del Alcalde de Caracas a las dependencias de la Policía Metropolitana, cuyo 
control había sido tomado por efectivos militares; ordenó suspender las requisiciones de 
productos de propiedad de empresas privadas llevadas a cabo por la Guardia Nacional 
y otros organismos administrativos; dispuso que se transfirieran los recursos del situado 
constitucional que se adeudaban al Estado Carabobo; y declaró sin efecto los actos 
administrativos que establecían el fin de la inamovilidad de los trabajadores 
pertenecientes a un sindicato en formación de trabajadores del petróleo.  

113. La prueba que la Comisión y el representante presentan para calificar estas 
sentencias como “contrarias al Gobierno” consiste en varios artículos periodísticos que 
hacen referencia a los “polémicos fallos” de la Corte Primera, que habrían sido 
“criticados por el Gobierno”. El Estado controvirtió esto señalando que no se estableció 
“cuál(es) es(son) el órgano(s) y/o ente(s) autorizado(s) que interpretó(aron) las 
sentencias como contrarias a los intereses del gobierno” y que no existe un “instrumento 
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de medición de opinión pública […] que establezca de manera incontrovertible el aludido 
impacto”.  

114. La Corte observa que los citados artículos periodísticos indican que se criticaron, 
entre otros, los fallos que ordenaban “suspender consejos de investigación contra 
militares disidentes” y la “desmilitarización del Estado Miranda”, pero no indican con 
precisión qué funcionarios públicos emitieron críticas contra dichos fallos ni tampoco se 
indica las declaraciones concretas en contra de éstos. Asimismo, uno de los peritajes 
afirmó que la Corte Primera había sido objeto de “cuestionamiento público, de índole 
política, […] por parte del Presidente de la República”, pero no se refiere de forma 
específica a qué fallos habrían sido criticados y de qué forma. De otro lado, durante la 
audiencia pública los señores Apitz y Rocha se refirieron a la decisión que ordenó el 
sobrevuelo de helicópteros y la forma cómo los entes de seguridad desacataron dicha 
decisión. Se refirieron también a la sentencia sobre los Consejos de Investigación 
iniciados contra disidentes militares y a las reacciones del Poder Ejecutivo llamando al 
desacato de las mismas. Indicaron que con motivo de la desmilitarización del Estado 
Miranda, altas autoridades públicas llamaron al desacato de la decisión y profirieron 
acusaciones verbales contra ellos. Sin embargo, más allá de sus declaraciones no 
aportaron otros elementos de prueba y, por ende, la Corte considera que no se ha 
logrado demostrar los hechos alegados. Lo único que el Tribunal puede concluir del 
texto mismo de las sentencias de la Corte Primera es que establecieron limitaciones a la 
actuación de las fuerzas armadas, o bien cuestionaron la validez de actos llevados a 
cabo por la Administración. 

115. Distinta es la situación de la sentencia de 21 de agosto de 2003 emitida por la 
Corte Primera, con los salvamentos de voto de las magistradas Marrero y Morales, en el 
caso conocido como “Plan Barrio Adentro”. Esta decisión se relaciona con un plan de 
salud del Gobierno que permitía la participación de médicos extranjeros sin exigirles la 
reválida de su título. La Corte Primera ordenó “que se sustituy[eran] a los [m]édicos 
[e]xtranjeros, por aquellos [m]édicos [v]enezolanos o [e]xtranjeros que cumplan con los 
requisitos establecidos en la Ley del Ejercicio de la Medicina”. A raíz de este fallo se 
produjeron en la prensa declaraciones de altas autoridades de Gobierno, entre ellas, del 
Presidente de la República, quien afirmó:  

Ustedes creen que el pueblo venezolano les va a hacer caso, a una decisión 
inconstitucional. Pues no les va a hacer caso. Qué tribunal puede decidir la 
muerte de los pobres, […] el tribunal de la injusticia,  […] y todavía, repito, 
en el poder judicial hay mucha tela que cortar, desde el Tribunal Supremo 
de Justicia hacia abajo, hasta los tribunales de parroquia, de municipio, ahí 
no se ha hecho mucho en cuanto a la transformación del Estado, porque 
estamos esperando la aprobación de la Ley del Tribunal Supremo de 
Justicia […] Y todavía los Adecos mandan en esa Corte Primera. […] 
Porque esta Corte lo que ha decidido es una cosa aberrante, no, claro es la 
oposición, los Adecos sobretodo y los copeianos y la oligarquía esta jinetera, 
metida ahí, manipulando a los jueces para tratar de frenar, pero no van a 
frenar esto, ¡olvídense! […] Supónganse ustedes que haya una tragedia 
como la de Vargas […] habría que aplicar todo eso de la loca corte esta. No, 
de que todo médico que venga a ayudar a la tragedia debe tener reválida 
[…] Mira yo no les digo lo que me provoca a la Corte esta, a los tres, porque 
hay dos votos salvados, a los tres magistrados que no deben ser 
magistrados, no les digo lo que me provoca porque estamos ante a un país. 
[…] Pero se los está diciendo el pueblo: váyanse con su decisión no se pa’ 



Diploma de Postítulo 
Derechos Humanos y Juicio Justo 

 72

donde. […] La cumplirán ustedes en su casa pues si quieren. […] Ayer 
llegaron 140 médicos más, esos van para allá para Sucre […]. 

116. En su declaración, la señora Ruggeri señaló que "cuando el Presidente hizo esta 
afirmación, era evidente que ella constituía no solamente un llamado a no acatar [las] 
sentencias [de la Corte Primera] sino que también un llamado para que [los] 
destituyeran, como en efecto ocurrió".  

117. Por su parte, la Ministra de Salud señaló que “deconoc[ía] esta decisión 
arbitraria, excedida y no ajustada a ninguna norma jurídica”. El Alcalde del Municipio 
Libertador afirmó que “ni en sueños se va a suspender el plan” y llamó “a la población a 
ponerse en pie de movilización para defender el programa Barrio Adentro”. Finalmente, 
el Alcalde de Sucre indicó que “aunque me metan preso no voy a acatar la sentencia del 
tribunal”. 

118. Respecto a estas declaraciones, el Estado indicó que “los medios de 
comunicación donde se reseñó o transmitió la noticia, no […] otorgaron a [estos] 
funcionarios de gobierno oportunidad alguna para comentar sus declaraciones, a los 
efectos de establecer su alcance”. También sostuvo que la prueba documental sobre 
estas declaraciones “en alrededor de un noventa por ciento (90%), se circunscribe a 
noticias reflejadas en una parte poco representativa de los medios impresos 
venezolanos, presentados en una secuencia temporal alejada de todo patrón lógico de 
coherencia jurídica”. La Corte entiende que las circunstancias alegadas por el Estado no 
controvierten la existencia de estas declaraciones ni denuncian que las mismas hayan 
sido distorsionadas o sean falsas. Estas declaraciones claramente demuestran que los 
magistrados Apitz, Rocha y Ruggeri fueron descalificados en su ejercicio profesional, se 
afirmó que no deberían formar parte del Poder Judicial y se llamó al no acatamiento de 
la decisión que adoptaron como mayoría de la Corte Primera. 

* 

* * 

[…] 

131. La Corte ha reiterado numerosas veces la importancia que posee la libertad de 
expresión en una sociedad democrática, especialmente aquella referida a asuntos de 
interés público. Con todo, la libertad de expresión no es un derecho absoluto y puede 
estar sujeta a restricciones, en particular cuando interfiere con otros derechos 
garantizados por la Convención. Por lo anterior, no sólo es legítimo sino que en ciertas 
ocasiones es un deber de las autoridades estatales pronunciarse sobre cuestiones de 
interés público. Sin embargo, al hacerlo están sometidos a ciertas limitaciones en 
cuanto a constatar en forma razonable, aunque no necesariamente exhaustiva, los 
hechos en los que fundamentan sus opiniones, y deberían hacerlo con una diligencia 
aún mayor a la empleada por los particulares, en atención al alto grado de credibilidad 
de la que gozan y en aras a evitar que los ciudadanos reciban una versión manipulada 
de los hechos. Además, deben tener en cuenta que en tanto funcionarios públicos 
tienen una posición de garante de los derechos fundamentales de las personas y, por 
tanto, sus declaraciones no pueden llegar a desconocer dichos derechos. Del mismo 
modo, los funcionarios públicos, en especial las más altas autoridades de Gobierno, 
deben ser particularmente cuidadosos en orden a que sus declaraciones públicas no 
constituyan una forma de injerencia o presión lesiva de la independencia judicial o 
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puedan inducir o sugerir acciones por parte de otras autoridades que vulneren la 
independencia o afecten la libertad del juzgador. 

[…] 

136. De todo lo expuesto en los párrafos anteriores, la Corte considera que ha 
quedado demostrado que: 1) se removió a los magistrados de una alta corte 
venezolana, como lo es la Corte Primera, encargada de controlar los actos de la 
Administración y, tras la remoción, dicha corte quedó sin magistrados durante varios 
meses, lo cual claramente debilita la mencionada función de control; 2) la destitución se 
produjo luego de que la mayoría de la Corte Primera adoptó una sentencia que  fue 
severamente criticada por las más altas esferas del Gobierno, arguyéndose que las 
víctimas no debían ser magistrados y manifestándose públicamente que la sentencia 
sería desacatada; 3) la destitución también se produjo después de que se llevara a cabo 
un proceso penal, una investigación disciplinaria y se suspendiera provisionalmente a 
dos de las víctimas, todo ello por un hecho que posteriormente fue calificado por el más 
alto tribunal del país como una “práctica común” que no es considerada ilícita en 
Venezuela; 4) por ese mismo hecho, también se procedió a un allanamiento 
desproporcionado a las instalaciones de la Corte Primera, y 5) finalmente, la destitución 
se produjo luego de que la máxima autoridad del Gobierno calificó a las víctimas de 
“vendidos a los intereses de la oposición golpista”. 

137. A criterio de esta Corte los hechos señalados demuestran una clara presión en 
contra de la Corte Primera. Ahora bien, lo que se debe determinar en este 
procedimiento internacional es si el órgano que destituyó a las víctimas –la CFRSJ- 
ofreció las suficientes garantías para ser considerado un tribunal independiente que 
resolvió el proceso disciplinario en contra de las víctimas totalmente ajeno a las 
circunstancias de presión que se produjeron en contra de sus justiciables. 

138. Conforme a la jurisprudencia de esta Corte, algunas formas de garantizar la 
independencia de los jueces son un adecuado proceso de nombramiento y una duración 
establecida en el cargo. Asimismo, la Corte ya señaló que tanto los jueces titulares como 
los jueces provisorios no puedan estar sujetos a remoción discrecional (supra párrs. 43 y 
44). 

139. La Comisión indicó que una vez que la Asamblea Constituyente dejó de 
funcionar, “las remociones y nuevos nombramientos [de la CFRSJ] han sido realizadas 
por el [TSJ] sin seguir un procedimiento previamente establecido para dichos efectos”. 
Según la Comisión, los miembros de la CFRSJ “son de libre nombramiento y remoción, 
por lo que carecen de una estabilidad en el cargo que garantice su independencia”. El 
representante coincidió con la Comisión y señaló que los miembros de la CFRSJ “son 
provisorios” y “pueden ser removidos en cualquier momento”. El Estado alegó que los 
miembros de la CFRSJ gozan de “absoluta independencia e imparcialidad” puesto que 
son “nombrados por el [P]oder [J]udicial al cual pertenecen”.  

140. La Corte constata que el Decreto del Régimen de Transición del Poder Público 
de 27 de diciembre de 1999 indicó que “la [CFRSJ] ser[ía] integrada por los ciudadanos 
que designe la Asamblea […] Constituyente hasta el funcionamiento efectivo de la 
Dirección Ejecutiva de la Magistratura, de los Tribunales disciplinarios y del Sistema 
Autónomo de Defensa Pública”. El 18 de enero de 2000 la Asamblea Constituyente 
designó a los siete integrantes de la CFRSJ.  
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141. El 2 de agosto de 2000 el TSJ se atribuyó la competencia para reorganizar la 
CFRSJ y el 9 de agosto de 2000 la Sala Plena del TSJ, en vista de que uno de los 
miembros de la CFRSJ había sido nombrado en otro cargo, ratificó a tres de los siete 
miembros designados por la Asamblea Constituyente en calidad de miembros 
principales y los tres restantes pasaron a ocupar los cargos de suplentes. Desde el año 
2005 la Sala Constitucional del TSJ, a través de diferentes sentencias, ha modificado en 
distintas oportunidades la composición de la CFRSJ, designando en ocasiones a los 
miembros suplentes en reemplazo de los titulares o nombrando nuevos miembros. En la 
audiencia pública ante la Corte el señor Damián Nieto Carrillo, Presidente de la CFRSJ, 
señaló que “la permanencia [en el] cargo [n]o está determinada a ciencia cierta”, que los 
comisionados son “miembros prácticamente provisorios porque [están] a la espera del 
Código [de Ética]” y que “en cualquier momento [pueden] ser removidos”.  

142. De la prueba aportada se concluye que el TSJ tiene absoluta discreción para 
reorganizar la CFRSJ, sin que exista ningún procedimiento o mecanismo previamente 
establecido y respetuoso de las debidas garantías para nombrar o remover a los 
miembros de la CFRSJ. 

143. Por otro lado, la Comisión expresó que “como respeto del principio del margen 
de apreciación de los Estados el carácter transitorio de un régimen disciplinario puede 
ser admisible siempre y cuando se acredite un juicio estricto que justifique esta política 
judicial”. Para la Comisión, el régimen disciplinario transitorio venezolano “asumió una 
vocación permanente sin que se hayan acreditado factores objetivos o razonables que 
[lo] justifiquen”, más aún cuando la inamovilidad judicial “no es respetad[a] cuando el 
esquema que l[a] reglamenta es provisional y transitorio”. Con esto “se dificultan […] los 
contrapesos jurisdiccionales necesarios para que sean jueces plenamente 
independientes quienes procesen disciplinariamente a los funcionarios judiciales”. La 
Comisión consideró que lo anterior ha influido en el caso concreto, toda vez que “la 
reglamentación existente no ofreció las garantías que una jurisdicción disciplinaria debe 
ofrecer” y permitió que diversas autoridades “contaran con la posibilidad de ejercer un 
poder excesivo, que en el presente caso se tradujo en una desviación de poder al 
momento de destituir a las víctimas”. 

144. El representante agregó que este régimen de transición “tiende a perpetuarse” y 
“se sustenta en una omisión constitucional y en normas de un régimen de emergencia y 
excepcional, contrarias a la garantía de independencia del Poder Judicial y a la garantía 
del debido proceso”. 

145. El Estado indicó que los diversos poderes públicos han “realizado pertinaces 
esfuerzos para eliminar […] el régimen de transición dentro de[l] [P]oder [J]udicial”. Al 
respecto, aludió al proyecto de Código de Ética presentado ante la Asamblea Nacional, 
la “Normativa sobre la Dirección, Gobierno y Administración del Poder Judicial” y una 
declaración judicial de “omisión legislativa” en la que se exhortó al Poder Legislativo “a 
que apruebe ese instrumento normativo”. Además, el Estado señaló que en el régimen 
de transición se presenta “coexistencia y aplicación concordada de normas pre-
constitucionales, supra-constitucionales y post-constitucionales”, sin lo cual “hubiese 
sido […] inviable, garantizarle a la población venezolana, el goce de todos sus 
derechos”. Asimismo, indicó que “[l]a designación de los ex–jueces provisorios de la 
Corte Primera, se sustentó en el mismo régimen de transición”. 

146. La Corte constata que el régimen de transición ha operado desde 1999 hasta la 
fecha, cuando la Constitución preveía que éste no debía prolongarse más de un año 
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desde el establecimiento de la Asamblea Nacional. El Estado aludió a una sentencia 
emitida en 2006 por la Sala Constitucional del TSJ que declaró la existencia de una 
“inconstitucionalidad por omisión legislativa de la Asamblea Nacional […] con motivo del 
procedimiento legislativo iniciado para sancionar el denominado Proyecto de Código de 
Ética […], elaborado por dicha instancia legislativa en el año 2003, que no fuera 
finalmente promulgado”. 

147. De lo expuesto, el Tribunal constata que el propio Poder Judicial venezolano ha 
condenado la omisión legislativa en la adopción del Código de Ética. Dicha omisión ha 
influido en el presente caso, puesto que las víctimas fueron juzgadas por un órgano 
excepcional que no tiene una estabilidad definida y cuyos miembros pueden ser 
nombrados o removidos sin procedimientos previamente establecidos y a la sola 
discreción del TSJ. En definitiva, si bien en este caso no ha quedado demostrado que la 
CFRSJ haya actuado en desviación de poder, directamente presionada por el Ejecutivo 
para destituir a las víctimas, el Tribunal concluye que, debido a la libre remoción de los 
miembros de la CFRSJ, no existieron las debidas garantías para asegurar que las 
presiones que se realizaban sobre la Corte Primera no influenciaran las decisiones del 
órgano disciplinario. 

148. Por todo lo anterior, el Tribunal declara que el Estado violó el derecho de los 
señores Apitz, Rocha y Ruggeri a ser juzgados por un tribunal con suficientes garantías 
de independencia, lo que constituye una vulneración del artículo 8.1 de la Convención, 
en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma.  

 
 


	casos_trabajo_grupal_2009

